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El sentido originario del vocablo “res-
ponsabilidad” (del latín responsum) re-
mite a la posibilidad de responder por 
un asunto o compromiso asumido. Con 
el tiempo, dicho concepto ha pasado a 
formar parte de nuestro diario vocabu-
lario, pues lo usamos en los más varia-
dos sentidos y escenarios, por ejemplo, 
para referir a alguien que es digno de 
confianza, para exigir el cumplimien-
to de una obligación o para señalar un 
evento que debiera repararse. 

Tanto en la filosofía como en el de-
recho existen numerosos intentos por 
explicitar principios de imputación que 
justifiquen estos juicios de valor, sus cri-
terios de atribución y las sanciones que 
implican. La persistente discusión sobre 
estas teorías y la multiplicidad de usos 
del vocablo revela cuán difícil es enun-

ciar un concepto omnicomprensivo so-
bre la responsabilidad: uno que expli-
que y resuelva la cantidad de problemas 
que se suscitan en la vida cotidiana.

En contextos políticos, el concepto 
no es ajeno a dicha controversia. ¿Qué 
es una gestión pública responsable? 
¿las reglas de responsabilidad admiten 
excepciones en la política? ¿qué con-
ductas son reprochables en el ámbito 
público? Son interrogantes sobre las 
que existe diversidad de respuestas y 
que adoptan un cariz particular en so-
ciedades democráticas. De hecho, la no-
ción de “responsabilidad democrática” 
es hoy tan recurrida como polifacética.

Considerando la importancia del 
concepto y la frecuencia con la que es 
usada, urge indagar en su significado y 
alcances. Esto permitirá delimitar me-
jor las exigencias y conductas que toda 
democracia saludable supone. 
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1 VERCELLONE A. (2019) “Sobre la responsabilidad política”. Prometeica-Revista de Filosofía y Ciencias (19), 45-57.
2 BOVENS M. (2007) “Analyzing and assessing accountability: a conceptual framework”. European law journal 13(4): 447-468.

La responsabilidad política

La responsabilidad implica un juicio 
de valor sobre la conducta o actitud de 
una persona. Decir “X es responsable” 
significa que existen razones para que 
X sea elogiado o reprochado por los 
efectos que su acción ha tenido sobre el 
mundo o los demás. 

En el ámbito público, la responsabi-
lidad imputa conductas desplegadas 
en el seno de las instituciones. Su uso 
es de lo más variado, y las normas que 
lo rigen se hallan dispersas en textos le-
gislativos e, inclusive, implícitas en las 
prácticas de una comunidad. No obs-
tante, es posible precisar algunos de 
sus caracteres más salientes.1  

Primero, la responsabilidad política su-
pone juicios de valor que recaen sobre 
agentes que se desempeñan en las ins-
tituciones públicas o tienen a su cargo 
el despliegue de conductas de índole 
pública. Así, es posible responsabilizar 
políticamente tanto a quienes ocupan 
cargos representativos, a funcionarios 
de rango inferior que ejecutan activi-
dades administrativas o, inclusive, a la 
ciudadanía cuando tiene oportunidad 
de guiar el destino de sus instituciones 
(por ejemplo, mediante un referéndum).  

Segundo, presupone un vínculo de 
mando y obediencia y, por ello, fun-
ciona de forma inversa a la cadena 
de delegación que legitima el poder.2 
Esto significa que la ciudadanía dele-
ga la potestad de tomar decisiones en 
funcionarios políticos, y éstos delegan 
funciones en sus asesores de gobier-
no o burócratas de la administración. 
Luego, los reproches funcionan en el 
sentido inverso: un servidor público 
responde ante sus superiores, y los re-
presentantes ante la comunidad.

Tercero, el sistema de sanciones 
que acarrea es bastante particular 
pues, aunque suelen encontrarse pre-
vistas constitucionalmente –como la 
revocatoria popular o el juicio polí-
tico–, también existen numerosas he-
rramientas no judicializadas a las que 
las personas pueden recurrir para re-
prochar actos de gobierno, como una 

protesta, el voto negativo o la mera 
pérdida de confianza.

Por último, lo verdaderamente des-
tacable de la responsabilidad política 
son las razones que la justifican, ya 
que su contenido depende del sistema 
de gobierno en cuyo seno se expresa. 
Existen estándares –como la justicia o 
el bienestar– que se hallan implícitos 
en el modelo de organización adopta-
do por una comunidad, y reflejan todo 
aquello que las personas creen relevan-
te para su identidad política colectiva 
(como sus objetivos comunes, valores 
o historia política). En conjunto, estos 
principios admiten deducir reglas para 
evaluar la performance de los diferentes 
agentes que actúan dentro de ella. 

Esto significa que la responsabili-
dad política no establece juicios uni-
versales, es decir, juicios que debie-
ran regir en cualquier comunidad del 
mundo (como sucede con las reglas de 
responsabilidad moral que sí tienen 
dicha pretensión); tampoco reconoce 
siempre un precedente escrito (como 
sucede con la responsabilidad legal). 
Más bien, la responsabilidad política 
depende de los principios de cogobier-
no acordados por una sociedad que 
organizan sus instituciones públicas. 
Por ejemplo, algunas comunidades 
priorizan la verdad y, por ello, respon-
sabilizan a quienes mienten u ocul-
tan secretos políticos; otras valoran 
la eficiencia por encima de la verdad 
y la honestidad, reprochando a aque-
llos representantes que no consiguen 
beneficios para la economía local; y 
otras, consideran que la moderación 
es una virtud nodal, reprendiendo a 
los servidores públicos que llevan una 
vida privada ostentosa.

En ocasiones, puede solaparse con 
otras sanciones aplicables en la fun-
ción pública –como las penales, civiles 
y administrativas–; pero la especifici-
dad de la responsabilidad política ra-
dica en que reprocha actividades ape-
lando a valores políticos compartidos. 
Por ello, incluye reclamos que difieren 
según la institución, el contexto y la 
forma de gobierno. 

Se exige 
responsabilidad 
política 
apelando a 
los valores 
compartidos.



59

Julio 2020

La democracia 
ha ayudado  
a mejorar  
la confianza en 
las instituciones.

La responsabilidad política en democracia

Sin dudas de que la popularidad de la 
responsabilidad en el ámbito público 
proviene de su vínculo con la democra-
cia, ¿quién es responsable por las deci-
siones institucionales? o ¿qué podemos 
exigir a funcionarios y a nuestros con-
ciudadanos?, son preguntas con una 
especial connotación en esta forma de 
gobierno. 

En los hechos, la democracia ha 
contribuido sustancialmente a mejo-
rar la confianza en las instituciones, 
por ejemplo, mediante mecanismos 
de publicidad de información oficial 
o imponiendo restricciones a la activi-
dad de gobierno. Para percibir mejor 
este vínculo, a continuación se recons-
truyen algunos aportes de la teoría de-
mocrática al control y responsabilidad 
pública. Vale aclarar que, para una 
mejor comprensión de sus ventajas, se 
asume un modelo de democracia “ro-
busto”; es decir, uno que reconoce am-
plias libertades, diseños instituciona-
les y buenas prácticas argumentativas 
y deliberativas (superador de otros 
modelos democráticos, meramente 
formales y mayoritarios). 

Resultados vs. procesos
Existe un modelo tradicional de accoun-
tability centrado en la responsabilidad 
“retroactiva”; es decir, en señalar a fun-
cionarios y la administración por las 
consecuencias de sus actividades pa-
sadas. Algunos3 lo vinculan con la de-
mocracia mayoritaria, en la que existen 
contadas instancias de participación 
colectiva, con una marcada tendencia a 
evaluar la actividad pública a partir de 
sus resultados.

En la práctica, se traduce en breves 
momentos electorales en los que la 
ciudadanía expresa sus preferencias 
políticas y efectúa la única actividad 
de control que tiene a disposición. En 
dicha instancia, el principal indicio de 
reproche hacia un funcionario o parti-
do político por parte de la comunidad 
es perder unas elecciones o, en el peor 

de los casos, el juicio político cuando 
se configuran faltas graves. Esto des-
dibuja toda posible evaluación según 
otros parámetros importantes, como 
las promesas efectuadas en campaña 
electoral, las razones que justifican una 
decisión o las relaciones y alianzas lle-
vadas a cabo para el logro de objetivos. 
Es decir, pasan desapercibidos aspec-
tos de la conducta del funcionario que 
no se ven reflejados en los resultados 
políticos concretos, pero que sin duda 
interesan a la comunidad.

Por el contrario, una idea robusta 
sobre la democracia justifica proce-
sos de control más estrictos. Cuando 
pensamos a la autoridad estatal como 
una extensión o reflejo de la voluntad 
colectiva, resulta necesario que existan 

3 PRZEWORSKI, STOKES y MANIN (1999) Democracy, accountability, and representation, Cambridge Univ.
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herramientas para controlar toda su 
actividad y desempeño, y no su mero 
resultado. Existe un sinnúmero de con-
ductas que, sin incurrir en delito o cau-
sar daño, vulneran valores que son fun-
damentales para la comunidad: como 
la injerencia de grupos privados en la 
definición de políticas públicas, el ocul-
tamiento de información u obstaculizar 
la participación de la ciudadanía en ins-
tancias de disputa. En definitiva, con-
centrarse en las razones democráticas 
que justifican la atribución de respon-
sabilidad permite diseñar mecanismos 
que controlen toda la práctica y proce-
sos deliberativos de la comunidad. 

Niveles de responsabilidad 
democrática
Otro aspecto notable de la responsa-
bilidad democrática se vincula con los 
agentes y áreas de la administración 
en los que se concentra. Frente a una 
concepción meramente jerárquica de 
la responsabilidad que tiende a repro-
char a quienes se encuentran en la cús-
pide de la pirámide de poder de una 

organización4, es posible construir una 
alternativa que distinga agentes y san-
ciones en función del tipo de conducta 
que se evalúa. En concreto, los niveles 
de responsabilidad democrática son 
tres: de dirección, de desempeño y de 
procedimientos.5

El primero se concentra en las activi-
dades que ejerce el área ejecutiva o je-
rárquica de las oficinas de gobierno. Es 
un tipo de control externo y horizontal 
–de la ciudadanía hacia el funcionario 
político–, esencial en una comunidad 
preocupada por la ampliación y aper-
tura de los espacios públicos. De acuer-
do con este, es posible responsabilizar 
políticamente a los jerarcas o directores 
de la administración pública por sus 
decisiones particulares, en función de 
los límites y potestades previstos para 
su cargo. Para ello es necesario que los 
electores tengan plena información de 
las decisiones y directivas que impar-
ten los funcionarios políticos, así como 
también de las razones y procesos que 
le han precedido (esto hace posible eva-
luar su coincidencia con los fines que 

4 Suele rastrearse este modelo a Weber: WEBER, M. (1977) ¿Qué es la burocracia? La Pléyade; (1993) Economía y sociedad, FCE; THOMPSON, D. 
(1987) Political ethics and public office, Harvard Univ.
5 ROBERTS, N. (2002) “Keeping public officials accountable through dialogue: Resolving the accountability paradox”, Public Administration Review 62 
(6): 658-669.

Los electores 
requieren 
tener plena 
información 
para sancionar el 
actuar público.
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intereses encomendados al asumir el 
cargo). Así, por ejemplo, la ciudadanía 
tendría buenas razones para sancionar 
políticamente a quienes contradicen 
aquello prometido en campaña, guar-
dan secretos sobre políticas públicas o, 
inclusive, reprochar el juicio ideológico 
del funcionario cuando éste contradice 
notoriamente los principios que están 
en la base de la organización política de 
la comunidad.

El modelo de desempeño se centra 
en los agentes de menor rango, ejecuto-
res de las políticas públicas generales. 
Es un tipo de control interno y vertical 
–de los superiores a los inferiores– que 
es fundamental para el funcionamiento 
de la organización burocrática y prote-
ge el respeto de sus principios internos, 
como el profesionalismo y la especia-
lización. Permite responsabilizar a los 
funcionarios de menor rango, en virtud 
de las potestades que se le conceden 
legalmente y de lo que prescriben los 
principios de la organización. En este 
caso se valora, por ejemplo, si el com-
portamiento del agente público con-
cuerda con las directivas recibidas por 
parte de su superior, su poder discre-
cional o, inclusive, con las expectativas 
de rendimiento que tiene la comunidad 
sobre él. 

El tercer modelo evalúa los procedi-
mientos de decisión y comportamiento 
internos de la administración. Es un 
tipo de control externo que la ciudada-
nía ejerce sobre la misma institución, 
para que funcionen según el plan co-
lectivo. Es decir, que sus estructuras y 
principios persistan según los objeti-
vos previstos al diseñarlas, más allá de 
los funcionarios que eventualmente se  
desempeñen en su interior. Si, por ejem-
plo, la comunidad ha acordado que sus 
instituciones tengan ciertos procesos 
internos de deliberación o instancias de 
queja que protejan los intereses de los 
afectados por una decisión, entonces 
luego puede responsabilizar a funcio-
narios o a un área de la administración 
(como ente) que funciona de forma 
poco transparente o con demoras.

Distinguir en tres los niveles de 
control es útil para diseñar, diferen-

ciadamente, reglamentos disciplina-
rios o códigos de responsabilidad que 
distingan principios de imputación, 
agentes, conductas y sanciones, se-
gún el área u organización sobre el 
que se pretenda efectuar evaluación. 
Esto refuerza la preocupación por la 
transparencia y justificación de las ra-
zones que están detrás de las decisio-
nes de los diferentes funcionarios de 
la administración. Además, el tercer 
nivel es novedoso si se considera el 
poco control que existe sobre las prác-
ticas internas de las organizaciones. 

Conclusiones

Aunque cualquier sistema de gobierno 
más o menos ordenado contiene princi-
pios que guían la labor política, en los 
sistemas democráticos existen múlti-
ples acuerdos o momentos en las que 
las partes voluntariamente asumen de-
beres (como las elecciones o promesas 
efectuadas en campaña política). 

De hecho, cuando las personas 
cuentan con múltiples oportunidades 
para deliberar sobre los principios de 
orden común, pueden transmitir al 
ámbito público las razones que creen 
relevantes para diseñar y ordenar sus 
instituciones, a la vez que construir co-
lectivamente las normas y criterios de 
responsabilidad que rijan en la políti-
ca. Esto no sólo se traduce en mayores 
y mejores herramientas de rendición 
de cuentas y control (como códigos 
de conducta, auditorías, comisiones), 
sino que también permite a la ciuda-
danía tener una noción más completa 
y consciente de los compromisos míni-
mos que exige la vida en comunidad.

Finalmente, una idea robusta de la 
democracia –en sentido sustantivo– 
contribuye a precisar mejor los están-
dares que justifican los enunciados de 
responsabilidad en el ámbito público, 
ya que se concentra no sólo en las ma-
yorías numéricas que preceden a una 
decisión, sino también en la razonabi-
lidad y transparencia de las políticas 
públicas resultantes. Asimismo, admi-
te diferenciar criterios y áreas de con-
trol, según cargos públicos, labores de 
desempeño y el contexto.  


